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	ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2015, Año de la Lucha Contra el Cáncer”


	



Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se modifica el contenido de las fracciones I, II, III, IV, V, VI, y VII del artículo 10; se adiciona un segundo párrafo al artículo 11; se modifica el contenido del artículo 14 y de las fracciones I, II, III, IV y V, derogando el contenido de la fracción VI; se deroga el contenido del artículo 15 y se modifica el contenido del artículo 16, todos de la Ley para la Declaración de Ausencia por Desaparición de Personas del Estado de Coahuila de Zaragoza.

· En relación a Garantizar los derechos de los familiares de la víctima del delito desaparición.

Planteada por el Diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Acción Nacional “Alonso Lujambio Irazábal”.
Fecha de Lectura: 21 de Abril de 2015.

Turnada a las Comisiones Unidas de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia y de la Defensa de los Derechos Humanos.

Lectura del Dictamen:

Decreto No. 
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado:
H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO 

DE COAHUILA DE ZARAGOZA.

PRESENTE.- 

Iniciativa que presenta el Diputado Jesús de León Tello, conjuntamente con los Diputados integrantes del Grupo Parlamentario “Alonso Lujambio Irazábal” del Partido Acción Nacional; en ejercicio de la facultad legislativa que nos concede el artículo 59 Fracción I, 67 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, y con fundamento en los artículos 22 Fracción V, 144 Fracción I, 158, 159 Y 160  de la Ley Orgánica del Congreso Local, presentamos una INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO PARA REFORMAR DIVERSAS DISPOSICIONES  DE LA  LEY  PARA LA DECLARACIÓN DE AUSENCIA  POR DESAPARICIÓN DE PERSONAS DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA. 
Con base en la siguiente:

Exposición de motivos
El artículo 20 de la Constitución General de la República, establece:

Artículo 20. El proceso penal será acusatorio y oral. Se regirá por los principios de publicidad, contradicción, concentración, continuidad e inmediación.

…….

C.  De los derechos de la víctima o del ofendido:

I. 
Recibir asesoría jurídica; ser informado de los derechos que en su favor establece la Constitución y, cuando lo solicite, ser informado del desarrollo del procedimiento penal;

II. 
Coadyuvar con el Ministerio Público; a que se le reciban todos los datos o elementos de prueba con los que cuente, tanto en la investigación como en el proceso, a que se desahoguen las diligencias correspondientes, y a intervenir en el juicio e interponer los recursos en los términos que prevea la ley.

Cuando el Ministerio Público considere que no es necesario el desahogo de la diligencia, deberá fundar y motivar su negativa;

III. 
Recibir, desde la comisión del delito, atención médica y psicológica de urgencia;

IV. 
Que se le repare el daño. En los casos en que sea procedente, el Ministerio Público estará obligado a solicitar la reparación del daño, sin menoscabo de que la víctima u ofendido lo pueda solicitar directamente, y el juzgador no podrá absolver al sentenciado de dicha reparación si ha emitido una sentencia condenatoria.

La ley fijará procedimientos ágiles para ejecutar las sentencias en materia de reparación del daño;

V. 
Al resguardo de su identidad y otros datos personales en los siguientes casos: cuando sean menores de edad; cuando se trate de delitos de violación, trata de personas, secuestro o delincuencia organizada; y cuando a juicio del juzgador sea necesario para su protección, salvaguardando en todo caso los derechos de la defensa. 

El Ministerio Público deberá garantizar la protección de víctimas, ofendidos, testigos y en general todas los sujetos que intervengan en el proceso. Los jueces deberán vigilar el buen cumplimiento de esta obligación;

VI. 
Solicitar las medidas cautelares y providencias necesarias para la protección y restitución de sus derechos, y

VII. 
Impugnar ante autoridad judicial las omisiones del Ministerio Público en la investigación de los delitos, así como las resoluciones de reserva, no ejercicio, desistimiento de la acción penal o suspensión del procedimiento cuando no esté satisfecha la reparación del daño.

Asimismo, La Ley General de Víctimas, establece conceptos diferentes para las víctimas según su grado de afectación por un hecho delictivo y su posición con relación a la víctima principal y al hecho delictivo mismo, distinguiendo para tales efectos los siguientes:
Artículo 4. Se denominarán víctimas directas aquellas personas físicas que hayan sufrido algún daño o menoscabo económico, físico, mental, emocional, o en general cualquiera puesta en peligro o lesión a sus bienes jurídicos o derechos como consecuencia de la comisión de un delito o violaciones a sus derechos humanos reconocidos en la Constitución y en los Tratados Internacionales de los que el Estado Mexicano sea Parte.

Son víctimas indirectas los familiares o aquellas personas físicas a cargo de la víctima directa que tengan una relación inmediata con ella.

Son víctimas potenciales las personas físicas cuya integridad física o derechos peligren por prestar asistencia a la víctima ya sea por impedir o detener la violación de derechos o la comisión de un delito.

La calidad de víctimas se adquiere con la acreditación del daño o menoscabo de los derechos en los términos establecidos en la presente Ley, con independencia de que se identifique, aprehenda, o condene al responsable del daño o de que la víctima participe en algún procedimiento judicial o administrativo.

Son víctimas los grupos, comunidades u organizaciones sociales que hubieran sido afectadas en sus derechos, intereses o bienes jurídicos colectivos como resultado de la comisión de un delito o la violación de derechos.

En este orden de ideas, queda claro que la Carta Magna establece derechos básicos para las víctimas del delito y para los ofendidos en su conceptualización más amplia; siendo la Ley General de Víctimas el ordenamiento que vino a desarrollar conceptos más precisos y variados de los distintos tipos de víctimas de un delito; especialmente las víctimas directas, que son las que sufren en sí los efectos inmediatos del hecho delictivo; y la víctimas indirectas que son los seres queridos y dependientes económicos de la víctima principal o directa. 

Por otra parte, debemos anotar que la Seguridad Pública es una función a cargo de los tres órdenes de gobierno en los términos del artículo 21 constitucional. Son las autoridades de estos tres niveles quienes deben garantizar la seguridad de los ciudadanos, y no los particulares. 
De forma concomitante, el artículo primero Constitucional dispone que las autoridades, entre otras cosas, deben reparar los daños generados por violaciones a derechos humanos, concepto este que si bien no se ha precisado totalmente en nuestro texto constitucional, puede comprender aspectos muy amplios a decir de los expertos en la materia, aspectos que van desde los derechos de la víctima en la legislación penal, hasta la responsabilidad patrimonial del estado por actividad irregular (art 113 de la Constitución Federal), así como la que se obtiene por vía de la Ley de Amparo y la que se deriva de las facultades de las comisiones de derechos humanos para emitir recomendaciones a las autoridades a fin de restituir los derechos del quejoso, o repararle los daños causados por actos relacionados con el proceder indebido o contrario a derecho de las entidades públicas. 

Por otra parte, resulta esencial para los fines de la presente iniciativa recordar que la materia laboral, en los términos de la Constitución General, es competencia exclusiva del Congreso de la Unión, esto lo podemos resumir bajo las siguientes consideraciones:

I.- Los estados no pueden legislar la materia laboral, a excepción de los que se refiere a los burócratas y empleados del gobierno estatal y municipal y de sus organismos autónomos, descentralizados y centralizados; así como en lo referente a los trabajadores de la educación que laboran bajo jurisdicción del Estado.
Por lo demás, la materia laboral es exclusiva del Congreso de la Unión en los términos de la fracción X del artículo 73 de la Carta Magna Federal. 

II.- Tampoco podemos como estado imponerle, vía legislación, deberes a las instituciones federales por medio de una ley local: esto es, no podemos legislar en los casos del IMSS, ISSSTE, INFONAVIT y FOVISSSTE

III.- No se puede, vía legislación, ni federal ni estatal, imponer a los patrones cargas o deberes arbitrarios, ya que las obligaciones laborales sobre conservar el empleo, conceder licencia, respetar el escalafón, y conceder licencia pagada, se constriñen a los casos donde el trabajador sufre accidentes de trabajo, enfermedades profesionales o no profesionales, y en su caso, la muerte en cumplimiento de su deber.  El patrón, de acuerdo a la Ley Federal de Trabajo, a la Ley Federal para Trabajadores al Servicio del Estado, y demás ordenamientos similares de cada entidad federativa, no tiene (el patrón) deberes extra contractuales o extra laborales, ni es responsable por cosas o eventos que le son ajenos.
IV.- No podemos legislar por medio de una  ley local lo que se refiere a la materia fiscal federal, en todo caso, sólo el Fisco Estatal y el Municipal quedarán obligados a suspender los adeudos de impuestos locales como los son: la Tenencia, el Predial, el Impuesto sobre Nómina, etc.
V.-  No podemos, por medio de una  ley local, modificar la naturaleza de los actos de comercio  plasmados en el Código de Comercio federal,  y en la Ley Federal de Protección al Consumidor. 
Las Leyes, no pueden ser contravenidas por ordenamientos de menor nivel de acuerdo a dicha pirámide.
Y citamos de forma precisa las disposiciones controversiales dentro de este ordenamiento:
Artículo 10.- La Declaración de Ausencia por Desaparición de Personas tendrá los siguientes efectos:  

…………….

 III. 
Garantizar la protección del patrimonio de la persona desaparecida, incluyendo los bienes adquiridos a crédito y cuyos plazos de amortización se encuentren vigentes;  

  IV. 
Garantizar la protección de los derechos de la familia y de los hijos menores a percibir los salarios y prestaciones, así como demás derechos humanos de las personas desaparecidas y sus familias;  

V. 
Declarar la inexigibilidad temporal de deberes o responsabilidades que la persona desaparecida tenía a su cargo, cuando se ejerciten acciones jurídicas que afecten los intereses o derechos de la persona desparecida.  

Artículo 14.- En el caso de las personas que han sido declaradas como ausentes por Desaparición de Personas y tenían sus labores en el territorio de Coahuila de Zaragoza, se les otorgará la siguiente protección:  

I. 
Se les tendrá en situación de licencia con goce de sueldo hasta que se sean localizadas;  

II. 
Si el trabajador es localizado con vida, recuperará su posición, escalafón y derechos de antigüedad;  

III. 
Si el trabajador es localizado sin vida, se indemnizará a sus deudos de acuerdo a lo previsto en la legislación aplicable;  

IV. 
A los beneficiarios del trabajador, en materia de seguridad social, se les reconocerán y conservarán los derechos y beneficios que establece el orden jurídico aplicable;  

V. 
Se suspenderán los pagos con motivo del crédito de vivienda hasta en tanto no se localice con vida a la persona.  

VI. 
Los créditos y prestaciones sociales adquiridos contractualmente por la persona desaparecida, serán ejercidos por la o el cónyuge, los hijos o las hijas, el concubino o concubina de la persona desaparecida o la persona que tenga una relación afectiva inmediata y cotidiana.  

Disposiciones vulneran el principio de jerarquía de las leyes,  y establecen derechos y obligaciones contrarios a normas superiores y a la Constitución Federal en perjuicio de las propias víctimas de desaparición y sus familias, quienes no podrán acceder a dichas prerrogativas por las razones ya explicadas.
En este orden de ideas, estamos ante una Ley que reúne, en perjuicio de los derechos de las víctimas de delito de desaparición y de sus seres queridos los siguientes elementos que la hacen inaplicable e inoperante:
A) Pretende establecer disposiciones en materias que son exclusivas del Congreso de la Unión.

B) Establece de forma indebida e improcedente deberes para dependencias federales que son reguladas por leyes de aplicación federal y no local.

C) Dispone beneficios y exenciones fiscales en tributos que son de competencia federal y no local.

D) Impone deberes inconstitucionales a los patrones particulares.

E) Transfiere deberes y responsabilidades a dependencias del gobierno federal, donde el estado de Coahuila no tiene jurisdicción ni competencia alguna.

Sólo por citar las principales fallas.

Además, cabe mencionar que, extrañamente, en cuanto a las dependencias y poderes del estado, donde sí se puede establecer este tipo de prerrogativas en materia laboral local, los legisladores que hicieron este ordenamiento no consideraron plasmar ninguna; nos referimos concretamente a la burocracia local y municipal  y, a los profesores al servicio del estado y los municipios. Sistemas laborales regulados por los estatutos correspondientes y por el Código Municipal.
En conclusión, y en atención a los artículos 1º, 20 y 113 de la Constitución Federal, así como de acuerdo a lo dispuesto por la Ley General de Víctimas, podemos arribar a las consideraciones siguientes:

A) Es el estado, en este caso el de Coahuila, quien debe proteger los derechos de las víctimas del delito de desaparición; así como de cualquier otro delito que se comete en la entidad y que sea de competencia local.

B) Es el estado de Coahuila, sin perjuicio de los deberes que le competen al gobierno federal y a los municipios, quien debe garantizar la seguridad y la integridad de sus ciudadanos.

C) Al estado le compete la aplicación de medidas restaurativas, compensatorias y demás a favor de los familiares y dependientes económicos de las víctimas del delito de desaparición en todo lo que atañe a su régimen interno, jurisdicción y competencia establecidos por las leyes vigentes.

Por todo lo expuesto, tenemos a bien presentar la presente iniciativa con proyecto de:

DECRETO

ARTÍCULO ÚNICO: Se modifica el contenido de las fracciones I, II, III, IV, V, VI, y VII del artículo 10; se adiciona un segundo párrafo al artículo 11; se modifica el contenido del artículo 14 y de las fracciones I, II, III, IV y V, derogando el contenido de la fracción VI; se deroga el contenido del artículo 15 y se modifica el contenido del artículo 16, todos de la Ley para la Declaración de Ausencia por Desaparición de Personas del Estado de Coahuila de Zaragoza; PARA QUEDAR COMO SIGUE:
Artículo 10.- …………….

I. Garantizar  los derechos de los familiares de la víctima del delito desaparición, y en su caso, de la víctima directa del delito en los términos del apartado  C del Artículo 20 Constitucional; así como todos los derechos que les correspondan de acuerdo a la Ley de Víctimas para el Estado de Coahuila de Zaragoza y los que establece la legislación penal de la entidad; especialmente los siguientes:

a) Recibir asesoría jurídica gratuita. 

b) Recibir atención sicológica.

c)  Recibir atención médica.

d) Contar con protección para sus vidas e integridades en caso de que se considere que están en peligro inminente.

e) Acceder a la reparación del daño en todos los aspectos, modos y consideraciones de la legislación aplicable, de acuerdo a cada caso particular.

f) Recibir poyo legal para tramitar el proceso de declaración de ausencia.

Para efectos de lo dispuesto en este artículo, se consideran víctimas las personas que especifica  el artículo 3º de la Ley de Víctimas para el Estado de Coahuila de Zaragoza; a saber:

"Víctimas directas" son las personas que, individual o colectivamente, hayan sufrido daño físico, psicológico, emocional, económico o menoscabo sustancial de sus derechos, como consecuencia de la comisión de un delito o de acciones u omisiones que violen normas relativas a los derechos humanos reconocidos. 

“Víctimas indirectas” son los familiares o personas físicas a cargo de la víctima directa que tengan una relación inmediata con ella. Y;

“Víctimas Potenciales” son las personas físicas cuya integridad física o derechos peligren por prestar asistencia a la víctima ya sea por impedir o detener la violación de derechos o la comisión de un delito.   
Además, las autoridades estatales deberán:

II. 
Ofrecer apoyo legal para que las víctimas directas puedan   conservar la patria potestad de la persona desaparecida en relación con los hijos menores bajo el principio del interés superior de la niñez;  con las excepciones que determinen las autoridades de la Procuraduría de la Familia y, en su caso, las judiciales, en atención a las particularidades de cada caso; así como de acuerdo a la legislación que resulte aplicable.

III. 
Garantizar la protección del patrimonio de la persona desaparecida en los términos de la legislación civil en materia de ausentes e ignorados y de acuerdo al presente ordenamiento.

IV. 
 Facilitar las medidas necesarias para que las víctimas indirectas puedan participar en las investigaciones correspondientes llevadas a cabo por la Procuraduría General de Justicia del Estado, y mantenerse informadas de los avances.

V. 
Garantizar que las víctimas indirectas reciban todos los apoyos establecidos en la Ley de Víctimas del Estado. 

VI. 
 Brindar asesoría laboral, para que las víctimas indirectas reciban los emolumentos y prestaciones a que tenía derecho la persona justo antes de desaparecer, y que por tal motivo no alcanzó a cobrar, como lo son: las vacaciones, el aguinaldo, el fondo de ahorro y otras prerrogativas que le correspondían de modo legal.

VII. 
Los demás aplicables  de acuerdo a las leyes vigentes.
Artículo 11.-  Párrafo primero….

El estado de Coahuila asignará las partidas presupuestales necesarias a fin de otorgar a las familias de los desparecidos todos los apoyos establecidos en el artículo 20 apartado C de la Constitución General para las víctimas del delito, así como los establecidos en la Ley General de Víctimas para las personas que tienen el carácter de víctimas secundarias y víctimas potenciales.

Artículo 14.- En el caso de las personas que han sido declaradas como ausentes por Desaparición de Personas y laboraban para dependencias u organismos centralizados, descentralizados, autónomos o paraestatales del Estado de Coahuila de Zaragoza y sus municipios, se les otorgará la siguiente protección:  

I. 
Se les tendrá en situación de licencia con goce de sueldo por un periodo de hasta dieciocho meses; después de transcurrido dicho plazo, se le tendrá sólo bajo licencia sin goce de sueldo. 

II. 
Si el trabajador es localizado con vida, recuperará su posición, escalafón y derechos de antigüedad; y podrá reincorporarse a sus labores en caso de estar en condiciones para ello.

III. 
Si el trabajador es localizado sin vida, se indemnizará a sus deudos de acuerdo a lo establecido en la legislación aplicable;  

IV. 
A los beneficiarios del trabajador, en materia de seguridad social, se les reconocerán y conservarán los derechos y beneficios que establece el orden jurídico aplicable vigente en el Estado de Coahuila.

V. 
Se suspenderán los pagos con motivo del crédito de vivienda  que el trabajador mantenía con el Instituto Estatal de la Vivienda o con cualquier otro organismo o dependencia estatal.

VI. 
 Se deroga.

VII……  

Artículo 15.-  Se deroga.

Artículo 16.- Las obligaciones de carácter fiscal con el Estado de Coahuila a las que se encuentra sujeta la persona declarada como ausente por desaparición de persona, surtirán efectos suspensivos hasta en tanto no sea localizada.  

……………..

TRANSITORIO

Único.-  El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Estado.

Saltillo, Coahuila  a  21 de abril de 2015

A T E N T A M E N T E

“POR UNA PATRIA ORDENADA Y GENEROSA Y UNA VIDA MEJOR Y MAS DIGNA PARA TODOS”

GRUPO PARLAMENTARIO “Alonso Lujambio Irazábal”

DIP. LARIZA MONTIEL LUIS 
DIP. JESÚS DE LEÓN TELLO


         COORDINADOR

DIP. JOSE ARMANDO PRUNEDA VALDEZ
DIP. YOLANDA OLGA ACUÑA CONTRERAS
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